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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Introducción

1. El sector agropecuario recibe asistencia a través de un arancel medio superior al de la economía en su conjunto, programas de comercialización, pagos directos y fijación de precios, entre otras medidas.  La tasa de utilización del contingente para el pollo es baja, el cupo OMC de importación publicado para el arroz ha estado por debajo del volumen consolidado y sólo se autoriza la importación del azúcar necesario para cubrir el déficit en la producción nacional.

2. El Estado ha adoptado varias disposiciones para superar la crisis del sector eléctrico, pero el consumo de varios tipos de energía sigue estando fuertemente subsidiado.  Está prohibida las importación de biocombustibles a menos que exista un déficit en la producción nacional y algunos de los incentivos para la producción de energías renovables están condicionados al uso de insumos nacionales.  El sector manufacturero comprende un sector orientado al mercado interno y otro que opera en el marco del régimen de zona franca y que representa la mayoría de las exportaciones.

3. La República Dominicana asumió compromisos en 60 de los 160 sectores que abarca el AGCS.  No existen restricciones a la inversión extranjera en las telecomunicaciones, salvo en los servicios públicos de radiodifusión.  El sector bancario está abierto al establecimiento de empresas extranjeras, pero la normativa del sector de los seguros no autoriza la operación de compañías de seguros de los países que no permiten operar a las compañías dominicanas.  La República Dominicana ofrece el derecho de tráfico aéreo de la quinta libertad en la mayoría de sus acuerdos bilaterales;  las empresas aéreas de cabotaje deben estar bajo el "control efectivo" de dominicanos.  Las embarcaciones extranjeras pueden ofrecer el servicio de transporte marítimo de cabotaje en la práctica.  No existen limitaciones a la participación del capital extranjero en los puertos y aeropuertos.  La República Dominicana impone varias restricciones al ejercicio profesional de los extranjeros en ciertas áreas de la contaduría, los servicios legales y la arquitectura e ingeniería.  Los inversores en ciertos proyectos turísticos reciben incentivos fiscales condicionados a la contratación de profesionales dominicanos.
2) Sector Agropecuario

i) Características generales

4. La importancia económica relativa del sector agropecuario ha disminuido desde 2002.  El sector recibe asistencia a través de diversas medidas, incluyendo un arancel medio superior al de la economía en su conjunto, pagos directos y programas de comercialización y fijación de precios.  Los volúmenes importados de pollo se sitúan muy por debajo de los volúmenes consolidados en el marco de la OMC, mientras que los cupos disponibles para importar arroz al tipo arancelario dentro del continente de la OMC se situaron por debajo del volumen consolidado entre 2005 y 2007.  La importación de azúcar sólo se permiten si existe un déficit en la producción nacional.

5. El valor añadido real del sector agropecuario, incluyendo la silvicultura y la pesca, aumentó a un tipo medio anual de alrededor del 3 por ciento entre 2002 y 2007.
  Sin embargo, la participación del sector en el PIB disminuyó del 8,8 por ciento al 7,7 por ciento durante el mismo período.  La ganadería, silvicultura y pesca representan el 55 por ciento del valor añadido y la agricultura el resto.  Alrededor del 13 por ciento de la población económicamente activa labora en el sector agropecuario.

6. El valor de la producción agropecuaria ascendió aproximadamente a RD$81.162 millones en 2007 (cerca de 2.454 millones de dólares EE.UU.).  Entre los principales productos agrícolas se encuentran el arroz, café, plátano, caña de azúcar y tomate.  Las principales actividades pecuarias son la producción de carne de res y productos lácteos, y carne de pollo y huevos.
ii) Política e indicadores de apoyo

7. La Secretaría de Estado de Agricultura está encargada de formular y dirigir la política en el sector agropecuario.  Las autoridades indicaron que desde 2003, la política agropecuaria ha estado orientada hacia el fortalecimiento del mercado agrícola nacional mediante la estimulación de la producción de cultivos estratégicos a fin de aumentar las exportaciones y satisfacer la demanda nacional.  Asimismo señalaron que se han implementado programas que permiten a los productores incorporar innovaciones tecnológicas en sus cultivos y que están promocionando la formación de clusters para aumentar la eficiencia y competitividad del sector.

8. El Banco Mundial señala que las políticas agropecuarias de la República Dominicana desfavorecen el desarrollo de cultivos con potencial exportador (por ejemplo, el tomate), al ofrecer mayor asistencia a cultivos que no ofrecen una ventaja comparativa a la República Dominicana, incluyendo el arroz, ajo y frijol.
  Asimismo, indica que las políticas han aumentado el costo para los consumidores de la canasta de alimentos.  Las autoridades indicaron que además de haber orientado la política agropecuaria hacia el fortalecimiento del mercado agrícola nacional, se han implementado medidas de política que han tendido a evitar traspasar los altos precios de los productos agropecuarios en el mercado internacional a los consumidores nacionales.

9. La notificación más reciente de la República Dominicana sobre la ayuda interna se refiere a 2007.
  Ese año la ayuda interna sumó RD$1.820,5 millones (alrededor de 55 millones de dólares EE.UU.);  la República Dominicana clasificó este monto como exento del compromiso de reducción en la OMC por pertenecer al compartimiento verde.  Durante el período 2002-06, la media anual de la ayuda interna fue de alrededor RD$1.446 millones (cerca de 44 millones de dólares EE.UU. en 2007).
  La República Dominicana clasificó la totalidad de la ayuda interna notificada durante este período como perteneciente al compartimiento verde.

10. El gasto público destinado al sector agropecuario sumó RD$6.284,1 millones en 2007, frente a RD$4.037,7 millones en 2002 (alrededor de 190 y 122 millones de dólares EE.UU.).
  Sin embargo, la proporción del gasto público agropecuario en el gasto público total disminuyó durante el mismo período, de cerca del 5,5 por ciento al 2,4 por ciento.

iii) Instrumentos de política

a) Medidas en frontera
11. El tipo medio arancelario NMF aplicado a la agricultura (según la definición de la CIIU) fue del 10,7 por ciento en 2008, poco más de tres puntos porcentuales por encima de la media del sector manufacturero (sección 4) y Capítulo III 2) iv)).

12. Después de la conclusión de la Ronda Uruguay, la República Dominicana llevó a cabo la renegociación de su Lista de compromisos conforme al Artículo XXVIII del GATT de 1994 respecto de varios productos agropecuarios.  En el marco de esta renegociación, la República Dominicana aceptó otorgar contingentes arancelarios a las importaciones de la carne de pollo, maíz, frijol seco, ajo, cebolla, leche en polvo, arroz y azúcar.
  La República Dominicana se comprometió a aplicar estos contingentes en su forma final a partir de 2004.  La notificación más reciente de la República Dominicana sobre las importaciones de productos sujetos a contingentes arancelarios se refiere a 2007.
  Su notificación sobre la administración de los contingentes arancelarios se refiere a 2000.

13. La media de los aranceles NMF aplicados a los productos sujetos a contingentes arancelarios es de alrededor del 80 por ciento (fuera de los contingentes) y del 20 por ciento (dentro de los contingentes).  Durante el período 2004-07, los volúmenes medios anuales importados a tipos arancelarios dentro de los contingentes exceden los volúmenes consolidados en la OMC para casi todos los productos (cuadro IV.1).  La carne de pollo es una excepción:  desde 2004 el volumen importado dentro del contingente ha representado entre el 0,2 y el 13 por ciento del volumen consolidado.  Según las autoridades, esto se debe al buen nivel de la producción nacional de pollo.

14. La administración de los contingentes arancelarios, excepto del azúcar, es responsabilidad de la Comisión para las Importaciones Agropecuarias, integrada por los Secretarios de Estado de Agricultura e Industria y Comercio, el Secretario Administrativo de la Presidencia y el Director General de Aduanas.
  El Decreto N° 505-99 dispone el uso del "método de examen simultáneo" para determinar el acceso a los contingentes.
  Este método consiste en asignar proporcionalmente el volumen dentro del contingente a los importadores que presenten una solicitud a más tardar dos meses antes del inicio de las importaciones del producto en cuestión.

15. En diciembre de cada año, la Comisión para las Importaciones Agropecuarias debe publicar la fecha del inicio de las importaciones de los productos sujetos a contingentes arancelarios en un periódico nacional.
  Las autoridades indicaron que publican esta información tanto en un periódico nacional como en la página Internet de la Secretaría de Estado de Agricultura.  Aunque el Decreto N° 505-99 requiere que los importadores paguen una fianza, ejecutable si el volumen asignado al importador no arriba a la República Dominicana dentro de un plazo determinado, las autoridades señalaron que no implementan esta medida.  Los volúmenes de importación asignados dentro de los contingentes no son transferibles.  La Comisión para las Importaciones Agropecuarias debe publicar en un periódico nacional la adjudicación de los volúmenes de importación para cada producto sujeto a un contingente arancelario.

16. Una vez que asigna los contingentes arancelarios, la Comisión para las Importaciones Agropecuarias emite los certificados de importación correspondientes a través de la Dirección de Promoción Agrícola y Ganadera de la Secretaría de Estado de Agricultura.
  La Resolución N° 24/2006 del Secretario de Estado de Agricultura, emitida en noviembre de 2006, prohíbe a la Comisión para las Importaciones Agropecuarias "otorgar o negar licencias de importación basada en preocupaciones sanitarias o fitosanitarias, requerimientos de compras domésticas o criterios discrecionales".

Cuadro IV.1
Productos comprendidos en los contingentes arancelarios NMF, 2007

	Producto y designación SA 07
	Tipo arancelario NMF aplicado (%)
	Tipo arancelario consolidado (%)
	Volumen consolidado del contingentea
	Tasa media de utilización (%)

2004-07b
	Interlocutores comerciales
con acceso reservado

	
	Dentro del contingente
	Fuera del contingente
	Dentro del contingente
	Fuera del contingente
	
	
	

	Carne de pollo
(0207.1100, 0207.1200, 0207.1410, 0207.1491, 0207.1492) c
	25
	
99
	
25
	
99
	
11.500
	
5,1
	
NMF

	Leche en polvo

(0402.1010, 0402.1090, 0402.2110, 0402.2190, 0402.2910, 0402.2990)
	20
	
56
	
20
	
56
	
32.000
	
 89,1
	
Unión 
Europea 
(70%) 
Nueva 
Zelandia 
(15%) y 
otros 
(15%)

	Cebollas
	
	
	
	
	
	
	

	0703.1000
	25
	
97
	
25
	
97
	
  3.750
	
152,2
	
NMF

	Ajos
	
	
	
	
	
	
	

	0703.2000
	25
	
99
	
25
	
99
	
  4.500
	
131,6
	
NMF

	Frijoles
(0713.3100, 0713.3200, 0713.3300)
	25
	
89
	
25
	
89
	
18.000
	
128,0
	
NMF

	Maíz
(1005.1000, 1005.9000)c
	0
	
40
	
5
	
40
	 1.091.000
	
 97,2
	
NMF

	Arroz
	
	
	
	
	
17.810
	
216,3
	
NMF

	1006.1000
	14
	
99
	
20
	
99
	
	
	

	1006.2000
	20
	
99
	
20
	
99
	
	
	

	Azúcar
	
	
	
	
	
30.000
	
157,1
	
NMF

	1701.1100
	14
	
85
	
20
	
85
	
	
	

	1701.1200, 1701.9100, 1701.9900
	20
	
85
	
20
	
85
	
	
	


a
Toneladas.

b
La tasa de utilización es el cociente entre los volúmenes efectivos de las importaciones y los contingentes de importación consolidados.
c
Estimaciones de la Secrectaría de la OMC, la Secretaría no tuvo información de las autoridades sobre las designaciones SA 07 correspondientes.
Fuente:
Documentos de la OMC G/MA/TAR/RS/54 de 3 de noviembre de 1998, G/AG/N/DOM/11 de 16 de enero de 2006, y G/AG/N/DOM/14 de 21 de mayo de 2008 e información proporcionada por las autoridades.

17. El Artículo 13 del Decreto N° 505-99 faculta a la Comisión para las Importaciones Agropecuarias para que "en los casos de crisis, escasez o déficit en la producción nacional" aumente el nivel máximo establecido para los contingentes arancelarios.  Asimismo, la faculta para determinar "los casos en que dicho incremento de los contingentes no deberá ir acompañado del correspondiente aumento en los aranceles".
  Las autoridades indicaron que el Decreto N° 505-99 no limita las importaciones fuera del contingente, sino que establece criterios para ampliar el tratamiento dentro de cuota por encima de los volúmenes consolidados en la OMC.

18. Los cupos disponibles para importar arroz al tipo arancelario dentro del contingente OMC publicados por la Secretaría de Estado de Agricultura se situaron por debajo del volumen consolidado en la OMC durante el período 2005-07.  El cupo en cuestión representó entre el 86 por ciento y el 93 por ciento del volumen consolidado de 17.810 toneladas.

19. El Instituto Azucarero Dominicano (INAZUCAR) es la entidad responsable de administrar el contingente arancelario para el azúcar.
  Según el INAZUCAR, todas las importaciones de azúcar están supeditadas a la existencia de un déficit de la producción nacional.  El INAZUCAR calcula este déficit tomando en cuenta la producción y el consumo nacionales y el acceso preferencial que ofrecen los Estados Unidos al azúcar de la República Dominicana.  A las importaciones autorizadas del azúcar se aplica el tipo arancelario dentro del contingente.

20. La República Dominicana aplica contingentes arancelarios a las importaciones de productos agropecuarios provenientes de algunos de sus socios preferenciales.  El Decreto N° 534-06 rige la administración de los contingentes arancelarios aplicados en el marco del Tratado de Libre Comercio de Centroamérica, la República Dominicana y los Estados Unidos (CAFTA-DR).
  Las autoridades indicaron que los volúmenes importados dentro de los contingentes a los tipos arancelarios dentro del contingente que establece el DR-CAFTA son adicionales a los volúmenes consolidados en la OMC.

21. La República Dominicana no se reservó el derecho a aplicar la salvaguardia especial agrícola prevista en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.

22. Desde mayo de 2004, las exportaciones de cacao en grano o sus derivados han estado sujetas a una "contribución solidaria" de RD$4 por kilo (aproximadamente 117 dólares EE.UU. por tonelada).  Esta medida fue acordada por la Comisión Nacional del Cacao que preside el Secretario de Estado de Agricultura.
  Su monto desciende a RD$0.50 por kilo cuando el precio al productor en el mercado local sea menor a RD$1.000 por 50 kilos.  Hasta septiembre de 2006, la Aduana requería que el exportador presentara un sello de la Comisión Nacional del Cacao en el formulario único de exportación haciendo constar que había realizado la contribución solidaria.  La Aduana ya no aplica este requisito.

b) Otras medidas

23. La República Dominicana notificó a la OMC que no otorgó subvenciones a la exportación de productos agropecuarios durante el período 2001-06.

24. A través del Programa de pignoración, los productores de arroz, frijol, ajo y leche obtienen un préstamo sin intereses por un monto equivalente al 70 por ciento del valor de la producción que depositen en determinados almacenes.
  El Estado paga los costes de almacenamiento, incluyendo el seguro.  Los productores son responsables de la venta de la producción almacenada.  Las autoridades indicaron que los montos asignados a este programa ascendieron a RD$2.200 millones (72,9 millones de dólares EE.UU.) en 2005 y RD$3.800 millones (114,6 millones de dólares EE.UU.) en 2006.

25. El Banco Mundial señala que el Programa de pignoración representa "un fuerte subsidio" a los productores, ya que "permite sostener el precio [de los productos que abarca el programa] en el tiempo".
  Asimismo, el Banco Mundial indica que el programa apoya a los procesadores que usan arroz, frijol, ajo y leche como insumos, al "financiar parcialmente sus reservas de materia prima".  Las autoridades señalaron que el programa forma parte de la política de comercialización agropecuaria y constituye un servicio de apoyo con efectos mínimos sobre la producción y el comercio.  Asimismo, indicaron que dos de los objetivos que persigue el programa son garantizar una adecuada constitución de existencias para alcanzar la seguridad alimentaria y fomentar el desarrollo de las zonas geográficas dedicadas a los cultivos en cuestión.

26. En el marco del Programa de apoyo directo a los ganaderos, desde noviembre de 2007 los ganaderos reciben RD$3 por cada litro de leche que producen (alrededor de 0,09 dólares EE.UU. en 2007).
  El monto desembolsado en el marco de este programa ascendió a RD$13 millones en 2007 (alrededor de 393.000 dólares EE.UU.).  Asimismo, el Estado apoya la producción agropecuaria a través de la distribución de material de siembra, servicios mecanizados de preparación de la tierra y mantenimiento de los sistemas de riego.

27. Aunque el Instituto Nacional de Estabilización de Precios está facultado para "regular" los precios de los productos agropecuarios, las autoridades indicaron que a mediados de 2008 el Instituto mismo no fijaba el precio de ningún producto.
  La Comisión Nacional Arrocera fija el precio de compra al productor de arroz y el Consejo Nacional para el Fomento de la Industria Lechera al productor de leche.  La Secretaría de Estado de Agricultura es miembro tanto de la Comisión Nacional Arrocera como del Consejo Nacional para el Fomento de la Industria Lechera.  El INAZUCAR fija el precio máximo de venta del azúcar en sus etapas de comercialización.
  Las autoridades indicaron que ocasionalmente el Gobierno actúa como testigo o media en las negociaciones sobre precios entre los productores y procesadores de ciertos productos, incluyendo el pollo, huevo y el tomate.

28. La producción de azúcar (tanto para el consumo nacional como para la exportación) se determina anualmente mediante un decreto.
  El decreto también determina la parte que puede exportar cada ingenio en el marco del contingente arancelario que aplican los Estados Unidos a las importaciones de azúcar.  El INAZUCAR no interviene en la comercialización del azúcar en el mercado nacional.

29. El crédito al sector creció a un tipo medio anual del 18,4 por ciento entre 2001 y 2006.  Durante el mismo período, la media del crédito al sector ascendió a RD$3.108 millones (alrededor de 94 millones de dólares EE.UU. en 2007).
  En 2006, alrededor del 36 por ciento fue destinado al arroz y el 10 por ciento al ganado vacuno.  El sector avícola, café, ajo y frijol recibieron cada uno entre el 3 y 4 por ciento del total.  La mitad de la cartera de crédito en 2006 (unos RD$4.911 millones o 148,1 millones de dólares EE.UU.) corresponde al Banco Agrícola, una entidad estatal y un 45 por ciento a los bancos comerciales y múltiples.  El tipo de interés activo medio del Banco Agrícola fue del 14 por ciento en 2006, frente al 17,4 por ciento para los bancos múltiples.

30. El Instituto Dominicano de Investigaciones Agropecuarias y Forestales es la principal institución pública de investigación agropecuaria.  La formulación de la política de investigación agropecuaria es responsabilidad del Consejo Nacional de Investigaciones Agropecuarias y Forestales.  Esta entidad ofrece financiación para desarrollar la capacidad científica y tecnológica en instituciones públicas y privadas.  La media anual del gasto público destinado a la investigación agropecuaria ascendió a RD$220,1 millones entre 2002 y 2007 (unos 6,7 millones de dólares EE.UU. en 2007).

31. Se eliminó el requisito de envasar el café de exportación en sacos de origen nacional con la entrada en vigor del Reglamento N° 819-02.

3) Energía

32. El sector de la electricidad continúa en crisis, y superarla es uno de los principales desafíos de la República Dominicana.  En el marco de un plan para asegurar la recuperación del sector, se han adoptado disposiciones para reducir el robo de la electricidad y el Estado está buscando renegociar los contratos desfavorables que suscribieron las empresas distribuidoras con las generadoras.  Sin embargo, el consumo de algunos tipos de energía sigue estando fuertemente subsidiado, socavando tanto las finanzas públicas como el uso racional de la energía.  En 2007, se promulgó una ley que busca aumentar la producción nacional de energía de fuentes alternativas a través de varios incentivos, algunos condicionados al uso de insumos nacionales.  El marco jurídico prohíbe la importación de biocombustibles cuando la producción nacional es suficiente, y la participación de las empresas estatales extranjeras en la exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos.
ii) Electricidad

a) Características generales y desempeño del sector

33. El sistema eléctrico de la República Dominicana contaba con aproximadamente 3.390 MW de capacidad instalada a finales de 2006.
  El 14 por ciento de la capacidad instalada corresponde a plantas hidroeléctricas y el resto a plantas termoeléctricas.  La demanda máxima estimada ascendió a 2.026 MW a finales de 2006.

34. La energía generada neta sumó aproximadamente 10.710 GWh en 2006.
  Durante el período 2001-06 creció a un tipo medio anual del 2,6 por ciento.  Se estima que alrededor del 16 por ciento de la demanda total de energía no fue abastecida en 2006.
  El objetivo de las autoridades es reducir esta proporción gradualmente, hasta alcanzar el cinco por ciento en 2012.
  El precio de venta medio de la electricidad al consumidor final fue de 0,1982 dólares EE.UU. en 2006, uno de los más altos de América.

35. El sector consiste en tres empresas de distribución (Edenorte, Edesur y Edeeste), una de transmisión y 15 de generación.  Dos de las tres empresas de distribución fueron estatizadas en septiembre de 2003.  La mitad del capital y el control efectivo de las tres empresas de distribución habían sido privados desde 1999.
  La empresa de transmisión es propiedad del Estado.  Las empresas de generación son privadas, mixtas o del Estado.  Alrededor del 54 por ciento de la capacidad instalada corresponde a empresas privadas, el 32 por ciento a empresas de capital privado y público y el resto a empresas públicas.  En 2007, las empresas de distribución adquirieron aproximadamente el 97 por ciento de la energía en el marco de contratos con las empresas generadoras;  el resto la obtuvieron en el mercado eléctrico.

36. El sector eléctrico continúa sumergido en una aguda crisis, debido principalmente a los problemas que enfrenta el sector de la distribución (Recuadro IV.1).  Las transferencias del Estado al sector sumaron 504 millones de dólares EE.UU. en 2007.
  Aproximadamente el 40 por ciento fue para financiar el déficit de caja de las empresas de distribución;  el 22 por ciento se destinó al subsidio que otorga el Estado a través del Programa de reducción de apagones a los habitantes de áreas consideradas pobres;  y el resto fue para absorber el aumento de los precios del petróleo y financiar las inversiones en el sistema de distribución.  A principios de 2008, se estimaba que las transferencias del Estado al sector ascenderán a 1.050 millones de dólares EE.UU. en 2008.  En su discurso de febrero de 2008 al Congreso, el Presidente de la República señaló que uno de los principales desafíos que enfrenta el país es resolver los problemas del sector eléctrico.

37. La situación del sector parece haberse estabilizado desde 2006.
  Por ejemplo, la proporción de la energía que compraron pero no facturaron las empresas de distribución por fallas técnicas o robo disminuyó del 39 por ciento en 2005 y 2006 al 34 por ciento en 2007.
  Varios indicadores relativos a las interrupciones del servicio mejoraron en 2007.

38. El Plan integral del sector eléctrico, elaborado a solicitud del Presidente de la República por varias instituciones del sector, define un plan de acción encaminado a:  lograr la "autosostenibilidad financiera" del sector;  reducir los precios de la energía al consumidor final;  operar con las mejores prácticas de gestión y los estándares de calidad y servicio establecidos en las normas;  promover el uso eficiente y racional de la energía, la explotación de los recursos renovables y la preservación del medio ambiente;  y mejorar las condiciones para atraer las inversiones.
  Una de las medidas que recomienda el Plan es el refuerzo de las disposiciones para prevenir y combatir el robo de la electricidad.  Asimismo, recomienda la renegociación de ciertos contratos entre las empresas distribuidoras y las generadoras.  En noviembre de 2005, el Estado creó la Comisión de renegociación de contratos.
  Según el Decreto que crea esta Comisión, los contratos en cuestión "adolecen de distorsiones a todas luces perjudiciales para los mejores intereses del Estado Dominicano [haciendo] que las operaciones del subsector eléctrico resulten económicamente incosteables".  Las autoridades indicaron que en 2007 fue renegociado un contrato.

	Recuadro IV.1:  Características del sector eléctrico, enero de 2008

Algunos de los factores que afectan el desempeño del sector eléctrico identificados en el Plan del Sector Eléctrico para el período 2006-12 son:

· las pérdidas de las empresas de distribución y su escasa capacidad de inversión;

· precios altos que pagan las empresas de distribución a las empresas de generación ($EE.UU. 0,1283 por kWh en 2006);

· plazos de vigencia largos de los contratos entre las empresas de generación y distribución;

· grado elevado de dependencia del petróleo como fuente generadora de electricidad;

· dificultad para dirigir los subsidios estatales exclusivamente a la población de escasos recursos;

· cultura renuente al pago del servicio de la electricidad e incapacidad de las empresas de distribución para suspender el servicio a los clientes que no pagan;

· recursos insuficientes con que cuentan las instituciones responsables del sector;

· capacidad de coordinación limitada de las empresas eléctricas estatales;  y

· capacidad de transporte de la electricidad limitada entre las regiones norte y sur.

Fuente:
CNE, CDEE Y SIE (2006), Plan integral del sector eléctrico de República Dominicana:  período 2006-12, septiembre.  Consultado en:  http://www.cdeee.gov.do/index.php.


b) Marco jurídico e institucional

39. La formulación de la política recae en la Comisión Nacional de Energía, cuyo directorio está integrado por los Secretarios de Estado de Industria y Comercio;  Economía, Planificación y Desarrollo;  Hacienda;  Agricultura;  y Medio Ambiente y Recursos Naturales;  el Gobernador del Banco Central y el Director del Instituto Dominicano de Telecomunicaciones.
  La supervisión y fiscalización del sector eléctrico es responsabilidad de la Superintendencia de Electricidad (SIE).
  El Organismo Coordinador está a cargo de coordinar la operación de las instalaciones de generación, transmisión, distribución y comercialización.

40. La Ley N° 125-01 prohíbe la propiedad y la operación privadas de las empresas de generación hidroeléctrica o de transmisión.
  Sin embargo, permite al Estado realizar con privados "los arreglos financieros necesarios para financiar, construir o administrar temporalmente cualquier proyecto de transmisión o de generación hidroeléctrica".
  Asimismo, se permite la propiedad privada de plantas hidroeléctricas de 5 MW o menos.

41. Las empresas del sector deben dedicarse exclusivamente a la generación, transmisión o distribución-comercialización.
  Sin embargo, las empresas de distribución Edenorte, Edesur y Edeeste pueden ser propietarias de instalaciones de generación, siempre y cuando la capacidad de generación de cada una no exceda el 15 por ciento de la demanda máxima del sistema.  Las autoridades indicaron que a mediados de 2008, ninguna empresa privada de generación estaba vinculada a las empresas de distribución.

42. La generación, distribución y transmisión de electricidad generalmente requieren una concesión.
  Los requisitos para obtener las concesiones figuran en el Reglamento para la aplicación de la Ley general de electricidad.
  Los concesionarios del servicio de distribución cuentan con el derecho exclusivo a suministrar a los usuarios sometidos a precios regulados en cada zona de concesión.
  Las autoridades indicaron que han otorgado alrededor de 20 concesiones para la generación de electricidad desde 2001, y que no han rechazado ninguna solicitud.

43. La SIE está facultada para fijar los techos de los precios que aplican las empresas de distribución a los usuarios con una capacidad instalada menor a 1,3 MW en 2008 (usuarios "regulados" o "de servicio público").  El suministro de electricidad a los usuarios regulados representa cerca del 92 por ciento del suministro total.

44. La Ley N° 186-07, promulgada en agosto de 2007, tipifica los hechos que dan lugar al "fraude eléctrico" y establece las sanciones correspondientes a efectos de combatir el robo de la electricidad.
  El Fondo Monetario Internacional señala que esta iniciativa es un paso importante hacia el mejoramiento de la situación financiera del sector.

45. Las empresas de generación con una capacidad instalada de 15 MW o más pueden adquirir combustible sin pagar el impuesto a los hidrocarburos.
  Las empresas autoproductoras de electricidad gozan del mismo beneficio siempre y cuando destinen por lo menos la mitad de la energía que generan a la red de distribución nacional.
iii) Otra energía

46. La República Dominicana satisface su demanda de energía primaria principalmente con petróleo importado.  En 2007, importó 50 millones de barriles equivalentes de petróleo;  el valor de las importaciones de petróleo y sus derivados ascendió a 3.300 millones de dólares EE.UU., lo que representa el 32 por ciento de las importaciones y el 8 por ciento del PIB.
  No existen reservas probadas de petróleo en la República Dominicana.

47. La República Dominicana puede comprar a crédito 50.000 barriles diarios de petróleo al mes en el marco del Acuerdo de cooperación energética Petrocaribe que suscribió con la República Bolivariana de Venezuela en septiembre de 2005.  También adquiere petróleo proveniente de México y la República Bolivariana de Venezuela en el marco del Pacto de San José.

48. La mayor refinería de la República Dominicana, la Refinería Dominicana de Petróleo, es propiedad del Estado y una empresa extranjera.  En noviembre de 2007, el Presidente de la República anunció que el Estado compraría la parte que anteriormente la empresa extranjera había puesto en venta a efectos de convertirse en propietario único.
  El Presidente señaló que esta medida permitiría a la República Dominicana importar la totalidad del petróleo que le corresponde en el marco del acuerdo Petrocaribe.

49. Las personas privadas deben celebrar un contrato con el ejecutivo para explorar y explotar los yacimientos de hidrocarburos.
  El Congreso debe aprobar estos contratos.  La ley prohíbe al Estado otorgar derechos de exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos a los "gobiernos y soberanos extranjeros" y la participación de estas entidades como "socios, coasociados o accionistas" de una persona con derechos de exploración o explotación.
  Las demás personas extranjeras pueden obtener derechos de exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos, siempre y cuando se comprometan a "acatar, exclusivamente … la jurisdicción de los tribunales y la legislación de la República Dominicana".
  A mediados de 2008, el Congreso estaba considerando modificaciones al marco jurídico del sector.

50. La Secretaría de Estado de Industria y Comercio fija los precios al consumidor y los márgenes de comercialización de los hidrocarburos.
  La Secretaría determina los precios semanalmente según los precios internacionales del petróleo y el tipo de cambio.

51. La Ley N° 112-00 obliga al Estado a subsidiar el gas licuado de petróleo "de uso doméstico".
  Hasta 2004, el subsidio se otorgaba a todos los consumidores de gas licuado de petróleo.  El Decreto N° 1068-04 eliminó el subsidio para los consumidores industriales, hoteles y restaurantes y "cualquier otro consumidor [que adquiera gas] mediante envases mayores de 100 libras o 22,5 galones".
  Durante el período 2004-07, el gasto medio anual derivado del subsidio al gas licuado de petróleo ascendió a RD$5.706 millones (aproximadamente 173 millones de dólares EE.UU. en 2007).  Desde finales de 2007 el Estado subsidia 1 millón de galones de gasoil al mes para los vehículos de transporte de pasajeros y carga de alimentos y materiales de construcción.
  En febrero de 2008, la Secretaría de Industria y Comercio anunció la extensión de este subsidio.
  Las autoridades indicaron que el gasto derivado de este subsidio ha ascendido a cerca de 611 millones de dólares EE.UU.

52. La Ley N° 57-07, promulgada en mayo de 2007, ofrece incentivos para "aumentar la diversidad energética del país en cuanto a la capacidad de autoabastecimiento de los insumos estratégicos que significan los combustibles y la energía no convencionales".
  Los productores de biocombustibles y energía procedente de fuentes renovables pueden importar equipo en franquicia arancelaria y tributaria.
  Los ingresos derivados de sus ventas de energía están exentos del impuesto sobre la renta durante diez años.
  También están exentos del impuesto sobre la renta los ingresos derivados de la venta de equipo de origen nacional para producir biocombustibles o energía procedente de fuentes renovables.  Para ser considerado de origen nacional, el 35 por ciento o más del valor añadido del equipo debe ser de origen nacional.

53. La Ley N° 57-07 requiere la mezcla de biocombustibles con combustibles fósiles para los vehículos de transporte terrestre en la proporción que defina la CNE.  Los productores deben obtener una cuota de producción para abastecer el mercado nacional de biocombustibles.  La CNE es la entidad facultada para distribuir estas cuotas, debiendo dar preferencia a los productores que usan materia prima nacional.
  Se permite la importación de biocombustibles "cuando la producción nacional resulte insuficiente para asegurar el suministro de un servicio adecuado".
  La exportación de biocombustibles está permitida "en la medida en que se garantice el abastecimiento interno de los mismos".

4) Manufacturas

54. El sector manufacturero tiene un carácter dual muy marcado.  Comprende un sector orientado al mercado interno y otro que opera en el marco del régimen de zona franca y que, al vender en el exterior el grueso de su producción, se mantiene como el principal generador de exportaciones de bienes de la República Dominicana.  Aunque algunos sectores que operan en las zonas francas han mostrado un desempeño dinámico desde 2001, el sector textil y confección, que continúa siendo el sector dominante, ha tenido dificultades para ajustarse a un entorno global más competitivo.  Asimismo, la poca integración de las empresas que operan en las zonas francas y el resto de la economía no ha favorecido el desarrollo de una base industrial eficiente.
ii) Sector fuera del régimen de zona franca
55. El valor añadido real en el sector manufacturero que opera fuera del régimen de zona franca aumentó a un tipo medio anual del 4,3 por ciento entre 2001 y 2007 (cuadro IV.2).  Sin embargo, la contribución del sector al PIB disminuyó del 21,5 por ciento al 19,7 por ciento durante el mismo período, continuando así la tendencia decreciente señalada en el informe de la Secretaría para el examen anterior de la República Dominicana.  La principal actividad es la elaboración de bebidas y productos del tabaco.

Cuadro IV.2
Valor añadido en el sector manufacturero (excluyendo las zonas francas), 2001-07
	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007

	Total:
	
	
	
	
	
	
	

	
En millones de RD$ de 1991
	48.148,9
	50.944,6
	51.272,4
	51.904,7
	55.862,2
	59.072,9
	61.915,9

	
En porcentaje del PIB
	21,5
	21,5
	21,7
	21,6
	21,3
	20,4
	19,7

	En porcentaje del total:

	
Elaboración de productos de molinería
	1,2
	1,1
	0,9
	0,9
	0,9
	0,9
	0,9

	
Elaboración de azúcar
	3,3
	2,6
	2,6
	2,7
	2,3
	2,2
	2,1

	
Elaboración de bebidas y productos del 
tabaco
	14,0
	13,7
	14,3
	14,1
	14,6
	13,9
	12,4

	
Fabricación de productos de la refinación 
de petróleo
	2,2
	2,1
	1,6
	1,5
	1,4
	1,3
	1,0

	
Otras industrias manufactureras
	79,3
	80,4
	80,5
	80,7
	80,8
	81,6
	83,5


Fuente:
Información en línea del Banco Central de la República Dominicana, "Estadísticas económicas:  sector real".  
Consultado en:  http://www.bancentral.gov.do/estadisticas.asp?a=Sector_Real.

56. La política busca una "mayor diversificación del aparato productivo nacional, el encadenamiento industrial … y la vinculación a los mercados internacionales".
  La Ley N° 392-07 remplaza a la Corporación de Fomento Industrial por el Centro de Desarrollo y Competitividad PROINDUSTRIA como el ente público encargado de fomentar la competitividad industrial.

57. El sector recibe asistencia a través de los aranceles e incentivos (Capítulo III 2) iv) y 4)).

iii) Zonas francas

58. El régimen de zona franca comporta asistencia a las empresas que operan en su marco, principalmente a través de concesiones fiscales, algunas de las cuales podrían incluir subvenciones a la exportación (Capítulo III 3) iv)).  La Secretaría de Estado de Hacienda cifra las concesiones otorgadas en 2008 a través del régimen de zona franca en RD$10.160 millones (unos 307 millones de dólares EE.UU.).

59. En el marco del anterior Examen de las políticas comerciales de la República Dominicana, los Miembros coincidieron en que el régimen de zona franca había desempeñado una función importante en la promoción de las exportaciones.
  Sin embargo, los Miembros señalaron que este régimen creaba distorsiones estructurales que podrían debilitar las perspectivas de crecimiento futuro.

60. El valor añadido en las zonas francas representa cerca de una quinta parte del valor añadido en el sector manufacturero que opera fuera de ellas (cuadro IV.3).  Sin embargo, las zonas francas contribuyen significativamente a las exportaciones.  Asimismo, han atraído cantidades considerables de inversión extranjera.  A finales de 2007, existían 53 zonas francas con 526 empresas, que empleaban a cerca de 128.000 personas.  Las exportaciones de las zonas francas ascendieron a cerca de 4.679 millones de dólares EE.UU. en 2006, aproximadamente el 71 por ciento de las exportaciones totales de bienes de la República Dominicana.

Cuadro IV.3
Principales indicadores relativos a las zonas francas, 2001-07

	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007

	Número de zonas francas
	51
	53
	54
	58
	57
	56
	53

	Número de empresas
	512
	520
	531
	569
	556
	555
	526

	Número de empleados
	175.078
	170.833
	173.367
	189.853
	154.781
	148.411
	128.000

	Valor añadido:
	
	
	
	
	
	
	

	
En millones de $RD de 1991
	11.119,2
	11.237,2
	11.476,8
	12.357,6
	12.474,1
	11.482,0
	10.338,3

	
En porcentaje del PIB
	5,0
	4,7
	4,8
	5,2
	4,8
	4,0
	3,3

	Importaciones (en millones de $EE.UU.)
	2.826,4
	2.600,3
	2.530,9
	2.519,9
	2.503,1
	2.615,1
	2.528,2

	Exportaciones:
	
	
	
	
	
	
	

	
En millones de $EE.UU.
	4.481,6
	4.317,3
	4.406,8
	4.685,2
	4.749,6
	4.678,8
	4.562,9

	
En porcentaje del total de zona franca:
	
	
	
	
	
	
	

	
Textiles y prendas de vestir
	51,6
	51,6
	49,8
	45,3
	40,1
	37,1
	30,0

	
Calzado
	6,2
	4,7
	4,6
	5,0
	6,6
	5,9
	5,8

	
Productos electrónicos
	10,2
	11,6
	13,1
	13,5
	14,7
	14,9
	16,6

	
Productos del tabaco
	7,3
	7,0
	6,5
	6,6
	7,0
	7,8
	8,6

	
Productos médicos y farmacéuticos
	6,8
	7,4
	7,3
	6,2
	6,0
	6,3
	7,4

	
Joyas
	8,9
	10,1
	10,6
	12,8
	12,7
	13,4
	14,5

	
Otros productos
	9,0
	7,7
	8,1
	10,7
	12,8
	14,7
	17,2

	
En porcentaje de las exportaciones 
totales de bienes
	84,9
	83,6
	80,6
	78,9
	77,3
	70,8
	63,0


Fuente:
Secretaría de la OMC en base a datos proporcionados por las autoridades.
61. El total acumulado de las inversiones de empresas instaladas en las zonas francas asciende a 2.472 millones de dólares EE.UU.
  Alrededor de dos terceras partes es capital extranjero.  El principal inversionista extranjero son los Estados Unidos, con el 47 por ciento del total de la inversión acumulada.

62. Varios sectores que operan en las zonas francas han mostrado un desempeño dinámico desde 2001, incluyendo las joyas, el equipo eléctrico y de telecomunicaciones y los instrumentos de medicina.  En cambio, el sector textil y confección, que en 2006 representaba el 53 por ciento del valor añadido, el 35 por ciento de las exportaciones y el 54 por ciento del empleo en las zonas francas, se ha contraído.  Aunque continúa siendo el sector dominante, entre 2001 y 2006 el valor añadido real en este sector disminuyó un 13 por ciento, el empleo un 35 por ciento y las exportaciones un 30 por ciento.  La participación de las confecciones provenientes de la República Dominicana en los Estados Unidos, su principal mercado, disminuyó del 4 por ciento en 2000 al 2,1 por ciento en 2006.

63. Se estima que la productividad laboral en el sector textil y confección, medida como el valor añadido por empleado, aumentó a un tipo medio anual del 6,5 por ciento entre 2001 y 2006, frente al 4 por ciento en las zonas francas en su conjunto.
  Esto podría reflejar en gran parte los ajustes realizados en respuesta al aumento de la competencia internacional que resultó de la eliminación de las restricciones cuantitativas a la importación mantenidas en el marco del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido.

64. El régimen de zona franca de la República Dominicana parece haber contribuido de manera limitada al desarrollo del aparato productivo nacional.  La proporción de los insumos provenientes de las empresas que operan fuera del régimen de zona franca en las exportaciones de las zonas francas no muestra una tendencia clara durante la última década, habiendo oscilado entre el 8 y el 12 por ciento.
  Una encuesta realizada a 32 empresas que operan en las zonas francas reveló que adquieren un 16 por ciento de sus insumos en el mercado nacional.

5) Servicios

i) Compromisos multilaterales y preferenciales

65. La República Dominicana contrajo compromisos específicos en 60 de los 160 sectores que abarca el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) (cuadro AIV.1).  También suscribió los protocolos sobre servicios financieros y telecomunicaciones anexos al AGCS.  Existe una marcada diferencia entre sus compromisos multilaterales y el régimen jurídico aplicado, que es mucho más abierto como resultado de importantes reformas en varios sectores en años recientes.  La República Dominicana podría proporcionar mayor seguridad y estabilidad a su marco jurídico ampliando sus compromisos multilaterales en sectores excluidos y modificando sus compromisos actuales a fin de que reflejen más fielmente el régimen aplicado.  La ampliación de sus compromisos multilaterales también disminuiría la amplia brecha que se ha abierto entre dichos compromisos y las obligaciones adquiridas en el marco del Tratado de Libre Comercio República Dominicana-Centroamérica-Estados Unidos (DR-CAFTA).

66. Los compromisos horizontales en la OMC incluyen requisitos de autorización y registro a la inversión extranjera y limitaciones a la transferencia de las utilidades al exterior.  También listan prohibiciones a la adquisición de terrenos ubicados en el litoral o de una superficie superior a los 5.000 m2, a menos que el Presidente lo autorice.  La contratación de empleados extranjeros no puede exceder del 20 por ciento del personal.

67. En el marco de las negociaciones sobre servicios de la Ronda de Doha, la República Dominicana presentó una oferta inicial en octubre de 2004 y una revisada en enero de 2005.

68. En el marco del DR-CAFTA, la República Dominicana asumió compromisos amplios sobre el comercio de los servicios.  Los tratados de libre comercio con los miembros del Mercado Común Centroamericano (MCCA) y la Comunidad del Caribe (CARICOM) establecen disposiciones sobre el comercio de los servicios.  Sin embargo, estas disposiciones no están siendo aplicadas, ya que las partes no han definido las condiciones y limitaciones respectivas.

69. Los servicios representaron alrededor del 52 por ciento del PIB en 2007, cerca de 3 puntos porcentuales más que en 2001.
  El aumento de la participación de los servicios en el PIB refleja en parte el desempeño dinámico del sector de las comunicaciones.  El 60 por ciento de la población económicamente activa labora en el sector de los servicios.
  La República Dominicana ha registrado un superávit creciente de su balanza de comercio de servicios (véase el Capítulo I).

ii) Telecomunicaciones

70. El sector de las telecomunicaciones es uno de los más dinámicos de la economía dominicana.  Impulsado por la reciente recuperación económica y por importantes flujos de inversión, el sector ha experimentado un notable crecimiento en los últimos cinco años y contribuye con cerca del 14 por ciento al PIB del país.  Este dinamismo se ha dado en el marco de importantes esfuerzos para modernizar el marco regulatorio del sector.
b) Características generales

71. Desde el último examen de la República Dominicana, el mercado de las telecomunicaciones ha registrado una rápida expansión.  Durante 2002-07, el valor agregado del sector de las telecomunicaciones creció a una tasa promedio anual del 19,8 por ciento, en tanto que su contribución al PIB total aumentó del 8,0 por ciento al 13,7 por ciento.
  El sector de las telecomunicaciones se encuentra también entre los principales receptores de inversión extranjera directa (IED) de la República Dominicana.  De enero de 2004 a junio de 2008, el sector de las telecomunicaciones recibió flujos de IED por un monto aproximado de 1.500 millones de dólares EE.UU.

72. Entre 2002 y 2007, el número total de líneas telefónicas (fijas y móviles) pasó de 2,6 a 6,4 millones, con lo que se alcanzó un índice de teledensidad total (número de líneas por cada 100 habitantes) del 65,8 por ciento a finales de 2007 (el índice era del 28,9 por ciento en 2002).  La notable expansión del mercado de la telefonía se debe al auge de las líneas móviles, cuyo número creció a una tasa anual media del 22,7 por ciento durante 2002-07, alcanzando 5,5 millones.  En el mismo periodo, la teledensidad móvil pasó del 18,8 por ciento al 56,5 por ciento (el índice promedio para América Latina es del 66 por ciento).  Por su parte, el número de líneas fijas se ha reducido de 908.957 en 2002 a 906.485 en 2007, debido a la sustitución de líneas fijas por móviles.
  La teledensidad fija en 2007 era del 9,3 por ciento, inferior al promedio latinoamericano (17 por ciento).

73. Al igual que la telefonía móvil, el mercado de servicios de acceso a Internet ha experimentado una rápida expansión en los últimos años.  El número de cuentas de Internet se ha más que triplicado al pasar de 82.518 en 2002 a 264.284 en 2007, lo que permitió que el índice de penetración de Internet haya aumentado del 6,9 por ciento al 17,2 por ciento en el periodo 2002-07.
  Dentro de este mercado, las cuentas de Internet bajo la modalidad de banda ancha (principalmente ADSL) han registrado un crecimiento notable y representan el 54 por ciento de todas las cuentas de Internet.  Durante el periodo 2002-07, el número total de usuarios de Internet aumentó de 621.719 a cerca de 1,7 millones.  No obstante, el acceso a cuentas de Internet en las zonas rurales sigue limitado al 1 por ciento de las viviendas.
  

74. Las autoridades han indicado que el aumento de la competencia en el mercado dominicano de telecomunicaciones se ha traducido en una tendencia hacia la reducción de las tarifas de los servicios de telefonía móvil y de Internet.  Sin embargo, esta reducción no ha sido de la magnitud que se podría haber esperado dado el dinamismo que ha registrado el sector y las tarifas dominicanas siguen siendo relativamente altas comparadas con las de otros países de la región.

75. A junio de 2008, se habían otorgado 37 concesiones para servicios finales de telecomunicaciones, 32 para proveer telefonía fija local, 8 de telefonía móvil, 36 de larga distancia nacional e internacional, 97 de televisión por cable y 20 de acceso a Internet, sin embargo no todas estas concesiones se encontraban en operación.
  El principal operador en el mercado de las telecomunicaciones es Claro-Codetel, propiedad de América Móvil (México) desde 2006, que representa alrededor del 77 por ciento del mercado de la telefonía fija, el 49 por ciento de la móvil y el 78 por ciento de las cuentas de Internet.
  Otros operadores importantes son TRICOM (República Dominicana), Viva (de Trilogy Partners de Estados Unidos) y Orange Dominicana (de France Telecom).  La recuperación económica ha alentado a las compañías de telecomunicaciones a realizar inversiones en nuevos servicios tales como banda ancha sin cable, telefonía por Internet y telefonía móvil de tercera generación.
  El Estado no participa en la prestación de servicios de telecomunicaciones.

c) Marco jurídico e institucional 

76. El marco jurídico que rige el sector de las telecomunicaciones dominicano comprende esencialmente la Ley General de Telecomunicaciones (Ley N° 153-98) de mayo de 1998 y un conjunto de normas y reglamentos del Instituto Dominicano de Telecomunicaciones (INDOTEL).
  

77. El INDOTEL, creado por la Ley N° 153-98 como órgano regulador con autonomía funcional, jurisdiccional y financiera, tiene como mandato garantizar la competencia sostenible, leal y efectiva en la prestación de servicios de telecomunicaciones.  Sus funciones comprenden la promoción de las inversiones en el sector, la supervisión de los proveedores de servicios, la gestión del espectro de frecuencias y la solución de controversias.  El INDOTEL se financia mediante los ingresos derivados del uso del dominio público del espectro radioeléctrico y una parte de la Contribución al Desarrollo de las Telecomunicaciones (CDT), que es un cargo del 2 por ciento aplicable al usuario final de los servicios de telecomunicaciones.

78. El INDOTEL es también responsable de la administración del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones (FDT).  Este fondo fue creado para financiar proyectos de telecomunicaciones en zonas de bajos ingresos con recursos provenientes de la CDT.  En 2007, los recursos del FDT ascendieron a RD$759 millones (cerca de 23 millones de dólares EE.UU.).
79. El ámbito de aplicación de la Ley N° 153-98 comprende los servicios portadores de telecomunicaciones, los servicios finales o teleservicios, los servicios de valor agregado y los servicios de difusión.  Entre los objetivos de la Ley están reafirmar el principio de servicio universal, incluyendo el libre acceso a las redes y servicios públicos de telecomunicaciones en condiciones de transparencia y no discriminación, promover la prestación de servicios de telecomunicaciones con calidad y precios competitivos, garantizar el derecho del usuario a elegir el prestador de servicio que más le convenga así como la libertad de prestación por parte de los titulares de concesiones, y promover la libre competencia.

80. La Ley N° 153-98 otorga a las empresas prestadoras de servicios públicos de telecomunicaciones la libertad de fijar los precios al público.  No obstante, el INDOTEL puede intervenir en la fijación de precios cuando determine que no existen condiciones suficientes para garantizar una competencia efectiva y sostenible, con base en el Reglamento de Libre y Leal Competencia para el Sector de las Telecomunicaciones y el Reglamento de Tarifas y Costos de Servicios.  Los cargos de interconexión son pactados libremente entre las empresas concesionarias, así como las tarifas de los servicios internacionales.  En caso de desacuerdo entre las partes, el INDOTEL puede intervenir en la fijación de estos cargos conforme al Reglamento General de Interconexión para las Redes de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones.  Los titulares de redes públicas de telecomunicaciones deben permitir la interconexión de otros prestadores de servicios a dichas redes.

81. En 2003, el INDOTEL fue llamado a intervenir por falta de acuerdo sobre los contratos de interconexión entre cuatro de las principales concesionarias de telecomunicaciones.  Después de que el INDOTEL dictara una resolución fijando las condiciones preliminares de interconexión, las empresas en cuestión llegaron a acuerdos bilaterales, que fueron validados por el ente regulador al considerarlos conformes con la legislación.
  El INDOTEL no ha realizado investigaciones formales sobre el posible abuso de una posición dominante.

82. Conforme a la Ley N° 153-98 y al Reglamento de Concesiones, Inscripciones en Registros Especiales y Licencias para Prestar Servicios de Telecomunicaciones, la prestación a terceros de la mayoría de estos servicios requiere una concesión otorgada por el INDOTEL, que se otorga mediante concurso público en aquellos casos en que se requiere licencia para el uso de frecuencias atribuidas a servicios públicos de telecomunicaciones.  Se requiere licencia del INDOTEL para el uso del dominio público radioeléctrico.  Las empresas deben estar constituidas en territorio dominicano a fin de obtener las concesiones y licencias correspondientes.  No existen restricciones en cuanto al origen del capital, salvo en el caso de los servicios públicos de radiodifusión para los que se exige que el control de la empresa (al menos el 51 por ciento de las acciones) esté en manos de un nacional dominicano.  Para la prestación de algunos servicios, tales como los servicios públicos de valor agregado y los servicios privados de telecomunicaciones, no se requiere concesión, sino solamente un registro ante el INDOTEL. 
83. El Reglamento sobre Contabilidad Separada exige a las empresas mantener una contabilidad de costo por cada servicio público de telecomunicaciones ofrecido en el mercado y someter regularmente esa información al INDOTEL, quien la utiliza como base analítica para prevenir posibles subsidios cruzados y evitar que las empresas ofrezcan servicios a precios inferiores al costo.  El Reglamento de Portabilidad Numérica, que entrará en vigor en 2009, busca eliminar las barreras a la entrada de nuevos competidores y garantizar el derecho de los usuarios a elegir el prestador de servicios que más le convenga.  La República Dominicana será uno de los primeros países latinoamericanos en aplicar la portabilidad numérica. 

84. La desagregación de las redes está prevista en la legislación dominicana.  En ella se establece que las prestadoras a las que así se les requiera, deberán permitir el uso compartido del bucle o subbucle de cliente que sean facilidad esencial para servicios públicos de telecomunicaciones, distintos del servicio telefónico fijo.  Además, las prestadoras deberán realizar una provisión completa del bucle de cliente que sea facilidad esencial en las zonas en las que sean únicas proveedoras del servicio de telefonía fija.
  En la práctica, el INDOTEL no ha visto la necesidad de ordenar la desagregación.

85. En el marco del Grupo de Negociación sobre Telecomunicaciones Básicas de la OMC, la República Dominicana suscribió el Cuarto Protocolo Anexo al AGCS, que fue ratificado al promulgarse la Ley N° 153-98.  En su Lista de compromisos, la República Dominicana aceptó la presencia comercial de proveedores extranjeros de servicios de telecomunicaciones, siempre que establezcan su domicilio legal en territorio dominicano y obtengan una concesión del INDOTEL.
  El trato nacional queda sin consolidar y no hay compromisos específicos para los modos 1 y 2.  Además, incorporó a su Lista el Documento de Referencia sobre Telecomunicaciones, comprometiéndose a impedir que los principales proveedores de servicios de telecomunicaciones incurran en prácticas anticompetitivas, así como a garantizar la interconexión a las redes públicas de telecomunicaciones en condiciones no discriminatorias.
iii) Servicios financieros

a) Consideraciones generales
86. El sector bancario se ha recuperado de una fuerte crisis acaecida en 2003-04.  Los indicadores prudenciales han mejorado significativamente, en gran medida como resultado del refuerzo del régimen de supervisión desde el último Examen de la República Dominicana.  Sin embargo, el margen financiero y el costo del crédito siguen siendo elevados.  El sector bancario está abierto a la participación extranjera.  En cambio, la normativa que rige el sector de los seguros no autoriza la operación de compañías de seguros de países que no permiten operar a las compañías dominicanas.  Asimismo, se prohíbe el suministro transfronterizo y el consumo en el extranjero de varias clases de seguros, incluyendo para el transporte de carga de importación, y las empresas de seguros extranjeras no pueden establecerse en la República Dominicana a través de una sucursal.  Esta última limitación se deberá eliminar en 2011 en el marco del DR-CAFTA.

87. El valor añadido real del sector financiero creció a un tipo medio anual de cerca del 9 por ciento entre 2001 y 2007.
  La contribución del sector al PIB aumentó del 2,9 por ciento al 3,4 por ciento durante el período.  El sector emplea a cerca del 2 por ciento de la población económicamente activa.

88. La República Dominicana ratificó el Quinto Protocolo anexo al AGCS en junio de 2003, pero sus compromisos multilaterales sobre servicios financieros son limitados (cuadro AIV.1).  La participación de la inversión extranjera en el capital de las empresas proveedoras de la mayoría de los servicios que figuran en su Lista de compromisos está limitada al 49 por ciento.  Asimismo. para algunos servicios de depósito, el establecimiento de entidades financieras está sujeto a una prueba de necesidad económica.  Los compromisos preferenciales sobre servicios financieros en el marco del DR-CAFTA son relativamente amplios.  Al igual que en otras áreas de los servicios, el régimen aplicado a los servicios financieros por la República Dominicana, y las obligaciones adquiridas en el marco del DR-CAFTA, son más liberales que el régimen consolidado en la OMC.

b) Servicios bancarios
89. A finales de 2007, los activos del sector representaron el 53 por ciento del PIB, cerca de 10 puntos porcentuales menos que a finales de 2002.
  Aproximadamente el 82 por ciento corresponde a 13 bancos "múltiples", el 13 por ciento a 17 asociaciones de ahorros y préstamos y el resto a otras 88 entidades de intermediación financiera, incluyendo 36 financieras y 23 bancos de ahorro y crédito.
  Un banco de propiedad estatal (Banreservas) concentra aproximadamente el 26 por ciento de los activos del sistema financiero y los tres bancos de propiedad extranjera cerca del 9 por ciento.

90. El sector atravesó una grave crisis entre 2003 y 2004, desatada por la quiebra de uno de los principales bancos, y que fue parte de las graves dificultades que afectaron a la economía en general (Capítulo I).  Según el Secretario de Estado de Economía, Planificación y Desarrollo "la ineficiencia de la regulación y supervisión prudencial [fue] un factor determinante que condujo … al fraude [y] a la crisis".
  El FMI señala que la República Dominicana ha reforzado significativamente su régimen de supervisión bancaria desde la crisis y que la plena implementación de la supervisión basada en el riesgo es su principal reto en esta área.

91. El sector se ha recuperado de los efectos de la crisis.  Sin embargo, en 2007 el margen de intermediación de los bancos fue de casi nueve puntos porcentuales a la media ponderada del tipo activo nominal ascendió al 15,7 por ciento.
  Las autoridades indicaron que el margen de intermediación elevado resulta de los costos operativos y el nivel de reserva obligatoria altos de la banca;  también reconocen que podría reflejar en parte los niveles relativamente bajos de competencia en el sector.

92. Los pagos realizados mediante cheque y las transferencias de fondos por vía electrónica están sujetos a un impuesto selectivo al consumo del 0,15 por ciento.
  El pago de los intereses por préstamos contratados con instituciones de crédito del exterior están sujetos a un impuesto del 10 por ciento.
  

93. La República Dominicana está evaluando un proyecto de ley para crear una "zona franca financiera" a través de la cual se ofrecerían servicios financieros a personas físicas no residentes y personas jurídicas con domicilio principal en el extranjero.

94. La formulación de la política del sector bancario es la facultad de la Junta Monetaria, integrada por el Gobernador del Banco Central, el Secretario de Estado de Hacienda, el Superintendente de Bancos y otros seis miembros designados por el Presidente de la República por períodos renovables de dos años.
  La Superintendencia de Bancos es la entidad de supervisión y en cumplimiento de esta función puede emitir normas.
  El Banco Central está encargado de la "supervisión y liquidación final" de los sistemas de pagos.

95. Desde su anterior Examen, la República Dominicana ha introducido reformas importantes en el marco jurídico del sector.  En noviembre de 2002, remplazó la Ley General de Bancos de 1965 con la Ley Monetaria y Financiera.
  Asimismo, adoptó varias normas para reforzar la supervisión, incluyendo sobre evaluación de activos, adecuación patrimonial, préstamos a partes vinculadas, supervisión consolidada, riesgos de mercado y de liquidez, publicación de los estados financieros, concentración de riesgos y gobierno corporativo.  Las autoridades señalan que estas normas reflejan las mejores prácticas internacionales.

96. Los bancos múltiples y las empresas no financieras establecidos en la República Dominicana pueden obtener préstamos de los bancos extranjeros o realizar depósitos en estos bancos.
  Los flujos transfronterizos de capital no están sujetos a requisitos de autorización o registro.  Se prohíbe promocionar sus productos a los bancos que no cuentan con una presencia comercial en la República Dominicana.

97. Los bancos extranjeros pueden establecer subsidiarias, sucursales u oficinas de representación en la República Dominicana.
  El capital y las reservas que los bancos extranjeros asignan a sus sucursales en cumplimiento de la normativa deben ser radicados en la República Dominicana.
  El monto mínimo para la apertura de una subsidiaria o sucursal de un banco múltiple a finales de 2007 era de RD$163 millones (alrededor de 4,9 millones de dólares EE.UU.);  este monto se aplica tanto a los bancos de capital extranjero como a los de capital nacional.

98. La normativa no limita la participación del capital extranjero en los bancos.  La adquisición de más del 30 por ciento del capital pagado de un banco por inversores nacionales o extranjeros está sujeta a la autorización de la Junta Monetaria.
  La adquisición por inversores de entre el 3 y el 30 por ciento del capital pagado de un banco requiere la "no objeción" de la Superintendencia de Bancos.
  La normativa no prevé ningún plazo para que la autoridad objete.  Las autoridades indican que desde 2002 han sido presentadas siete solicitudes de autorización de traspaso de acciones de inversionistas extranjeros, de las cuales tres han sido aprobadas y cuatro desestimadas por no cumplir con los requisitos que establece la normativa.  Es necesario notificar a la Superintendencia de Bancos sobre las inversiones de montos inferiores al 3 por ciento del capital pagado de un banco.

99. La normativa no limita el número de bancos en el mercado nacional.  La Superintendencia de Bancos debe autorizar la apertura y cierre de las agencias, independientemente del origen del capital del banco al que pertenecen.
  Los servicios que pueden ofrecer los bancos figuran en la Ley N° 183-02 y no varían en función del origen de su capital.
  Por lo general los bancos requieren la autorización de la Superintendencia de Bancos para obtener liquidez en el mercado de valores nacional.

100. Es necesario obtener la autorización de la Junta Monetaria para operar un banco.  La Junta Monetaria debe solicitar la opinión previa de la Superintendencia de Bancos.
  Los criterios de evaluación de las solicitudes de autorización figuran en el Reglamento para la apertura y funcionamiento de entidades de intermediación financiera y oficinas de representación.
  Esos criterios son similares para los inversores nacionales y los extranjeros, excepto que las autoridades deben cerciorarse que las subsidiarias o sucursales de los bancos extranjeros hayan recibido la autorización de la casa matriz y su organismo supervisor para establecerse en la República Dominicana.  Asimismo, las autoridades deben verificar que la Superintendencia de Bancos tiene o puede suscribir un acuerdo de cooperación e intercambio de información con el organismo de supervisión de la casa matriz.  La normativa no establece un plazo máximo para que la Junta Monetaria se pronuncie respecto de una solicitud de autorización.  Las autoridades señalan que han recibido dos solicitudes de bancos extranjeros desde la entrada en vigor de la Ley N° 183-02, y que ambas fueron aprobadas.

101. Los bancos múltiples pueden invertir hasta el 20 por ciento de su capital pagado en "entidades de apoyo y de servicios conexos".
  También pueden invertir hasta un 10 por ciento de su capital pagado en empresas no financieras, incluyendo las empresas de seguros, siempre y cuando el banco no se convierta en propietario de más del 10 por ciento del capital pagado de la empresa no financiera.  No pueden invertir más del 20 por ciento de su capital pagado en entidades financieras del exterior, incluyendo sus sucursales u oficinas de representación.

102. Los depósitos de los bancos establecidos en la República Dominicana, independientemente del origen de su capital, están garantizados hasta RD$500.000 (alrededor de 15.120 dólares EE.UU.).
  Sin embargo, las autoridades indicaron que si existiere riesgo sistémico, la totalidad de los depósitos estaría garantizada.  Los bancos determinan libremente las tasas de interés y los cargos por sus servicios, aunque están obligados a publicarlos.

c) Servicios de seguros

103. Los activos del sector ascendieron a cerca de RD$20.368,1 millones en 2007 (unos 616 millones de dólares EE.UU.), lo que representa el 1,5 por ciento del PIB.
  Las primas de los seguros de vida ascendieron a alrededor de RD$2.056,4 millones en 2007 (62,2 millones de dólares EE.UU.), y las de los seguros generales a RD$17.056,2 millones (515,7 millones de dólares EE.UU.).  Operan 35 empresas de seguros en la República Dominicana, de las cuales 29 son de capital nacional y el resto de capital extranjero.

104. La Secretaría de Estado de Hacienda está facultada para formular la política del sector de los seguros.
  La Superintendencia de Seguros es la entidad de supervisión y en cumplimiento de esta función puede emitir normas.
  En septiembre de 2002 la República Dominicana reformó el marco jurídico del sector a través de la Ley N° 146-02.

105. El Artículo 21 de la Ley N° 146-02 no permite que se autorice la operación en la República Dominicana de compañías de seguros o reaseguros "propiedad de compañías organizadas de acuerdo con las leyes de otros países en los cuales no se permita operar a las compañías dominicanas".

106. La Ley N° 146-02 prohíbe el suministro transfronterizo o consumo en el extranjero de ciertas categorías de seguros, incluyendo los de:  vida y salud;  bienes ubicados en la República Dominicana;  cascos de naves, aeronaves y vehículos de motor matriculados en la República Dominicana;  y el transporte de carga de importación.
  Las empresas de reaseguros extranjeras pueden ofrecer sus servicios sin necesidad de establecerse en la República Dominicana, siempre y cuando cuenten con la autorización de la Superintendencia de Seguros.
  Los requisitos para obtener una autorización figuran en la Ley N° 146-02, que además establece un plazo de 30 días para que la Superintendencia se pronuncie respecto de una solicitud.
  Las autoridades señalan que existen 59 compañías de reaseguros que no están establecidas en la República Dominicana y que han recibido la autorización para ofrecer sus servicios.

107. Las empresas de seguros extranjeras pueden establecer subsidiarias en la República Dominicana, pero no sucursales.
  Todas las empresas de seguros establecidas en la República Dominicana deben estar constituidas como compañías por acciones o sociedades anónimas.  En el marco del Tratado de Libre Comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos, la República Dominicana se comprometió a permitir el establecimiento de sucursales de empresas de seguro extranjeras a más tardar en marzo de 2011.  En el marco del presente Examen, las autoridades indicaron que la posibilidad de establecer sucursales se extendería a todas las empresas extranjeras.

108. La normativa no limita la participación del capital extranjero en las empresas de seguros.  Tampoco impone límites al número de empresas de seguros que pueden operar en la República Dominicana, ni al número de agencias de las empresas de seguros.  La normativa no establece diferencias entre las clases de servicios que pueden ofrecer las empresas de seguros de capital nacional y extranjero.  Una misma empresa puede ofrecer seguros generales y de personas.

109. Es necesario obtener la autorización de la Superintendencia de Seguros para operar una empresa de seguros.
  Los requisitos para obtener la autorización figuran en la Ley N° 146-02 y no varían en función del origen del capital, excepto que el organismo de supervisión de la empresa extranjera debe acreditar que "está organizada y funciona de acuerdo con las leyes y que está autorizada para efectuar las operaciones correspondientes a los ramos de seguros comprendidos en [su] solicitud".
  Asimismo, las empresas de seguros extranjeras deben haber operado en su jurisdicción de origen durante más de cinco años.  Las autoridades indicaron que ninguna de las solicitudes de autorización recibidas ha sido rechazada.

110. La Ley N° 146-02 permite que las empresas de seguros fijen sus primas libremente.
  Sin embargo, exige la formulación de parámetros técnicos mínimos que permitan a la Superintendencia de Seguros evaluar las primas.
  Las autoridades indicaron que no han definido dichos parámetros.  Es obligatorio el seguro de responsabilidad civil de "vehículos de motor o remolque".
  Las primas que pueden cobrar las empresas que ofrecen este seguro figuran en una resolución de la Superintendencia de Seguros.

iv) Transporte aéreo y aeropuertos

111. La República Dominicana modernizó el marco legal del sector del transporte aéreo en 2006.  Cuenta con 31 instrumentos bilaterales de transporte aéreo que por lo general otorgan, además de otras libertades primarias, el derecho de transportar pasajeros entre el país contraparte y un tercer país para vuelos originados en la República Dominicana (quinta libertad).  El transporte aéreo de cabotaje está reservado a empresas con un mínimo del 51 por ciento de capital nacional y bajo "control efectivo" de dominicanos;  la participación extranjera en empresas dominicanas que ofrecen servicios internacionales está limitada al 65 por ciento.  La normativa no impone limitaciones a la propiedad extranjera de los aeropuertos públicos, ni a su explotación por parte de las empresas extranjeras.

112. En 2007, el número de pasajeros en vuelos regulares ascendió a 6,7 millones y en vuelos no regulares a 2,3 millones.
  La República Dominicana no mantiene un registro del volumen de carga transportada por vía aérea.

113. Los aeropuertos de Santo Domingo (Las Américas) y Punta Cana manejan alrededor del 75 por ciento de los pasajeros en vuelos regulares.  Los principales aeropuertos para los vuelos no regulares son Punta Cana y Puerto Plata.  Los principales aeropuertos para el transporte de carga son Las Américas y Santiago.  Aerodom (Aeropuertos Dominicanos Siglo XXI, S.A.) explota seis aeropuertos internacionales, incluyendo el de Las Américas, en el marco de una concesión "build-operate-transfer" de 25 años.  Aerodom es un consorcio con participación extranjera controlado por inversores dominicanos;  una subsidiaria de Vancouver International Airport Authority opera todos los aeropuertos de Aerodom en el marco de un acuerdo de operación y administración.  En 2001, el Estado prolongó el período de concesión de Aerodom de 20 a 25 años.  Los tres aeropuertos internacionales restantes, incluyendo el de Punta Cana, son de propiedad privada dominicana.
114. A mediados de 2008, existían tres aerolíneas nacionales certificadas para suministrar el servicio de transporte aéreo internacional.  Ocho aerolíneas nacionales cuentan con certificados para ofrecer el servicio aéreo de cabotaje.

115. El Banco Mundial señala que los cargos que enfrentan los usuarios de los aeropuertos de la República Dominicana son relativamente elevados.
  Por otro lado, el mismo estudio indica que los costes del transporte aéreo parecen ser menores que en varios otros países de las Américas.

116. En el marco de sus compromisos multilaterales, la República Dominicana se comprometió a no imponer limitaciones al suministro transfronterizo, el consumo en el extranjero y la inversión en los servicios de mantenimiento y reparación de equipos de transporte, incluyendo las aeronaves (cuadro AIV.1).

117. La República Dominicana reformó el marco jurídico e institucional del sector a través de la Ley N° 491-06, en vigor desde finales de 2006.
  La Ley creó el Instituto Dominicano de Aviación Civil (IDAC) y actualizó los estándares de seguridad.  La formulación de la política del transporte aéreo es la facultad de la Junta de Aviación Civil, que está integrada por varias entidades gubernamentales y representantes del sector privado.
  El IDAC es un ente público autónomo a cargo de la supervisión del sector.

118. Las empresas establecidas en el extranjero pueden prestar servicios de transporte aéreo internacional en la República Dominicana de conformidad con los acuerdos internacionales correspondientes.  En ausencia de un acuerdo, la prestación de los servicios de transporte aéreo internacional está sujeta al "principio de equitativa reciprocidad",
 a menos que la Junta de Aviación Civil considere que existen circunstancias especiales.

119. La República Dominicana ha suscrito 31 instrumentos de transporte aéreo con:  Alemania, Antigua y Barbuda, Antillas Holandesas, Argentina, Austria, Bélgica, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Emiratos Árabes Unidos, El Salvador, España, Estados Unidos, Francia, Guatemala, Haití, Holanda, Hungría, Israel, Italia, Jamaica, México, Panamá, Portugal, Reino Unido, Rusia, Trinidad y Tabago y la República Bolivariana de Venezuela.  También ha suscrito el Acuerdo sobre Transporte Aéreo entre los Estados Miembros y Miembros Asociados de la Asociación de Estados del Caribe.  Desde el punto de vista del volumen del tráfico de pasajeros, el acuerdo bilateral más importante es el que la República Dominicana mantiene con los Estados Unidos.

120. Todos los instrumentos bilaterales suscritos por la República Dominicana establecen las tercera y cuarta libertades, de acuerdo con el Convenio de Chicago de 1944, y la mayoría establecen además el derecho de tráfico de pasajeros de la quinta libertad.  Las autoridades señalan que la República Dominicana ha otorgado el derecho de tráfico de pasajeros de la sexta libertad y el derecho de tráfico de carga de la séptima libertad a Chile, Colombia y México.  Según las autoridades, la cláusula de denegación de casi todos los instrumentos bilaterales está basada en el criterio de propiedad mayoritaria y control efectivo.
  Asimismo, indican que la mayoría de los instrumentos no limitan el volumen de tráfico, la frecuencia del servicio o el tipo de aeronave que pueden usar las aerolíneas.

121. El transporte aéreo de cabotaje (derecho de tráfico de la octava libertad) está reservado a las empresas que reúnen los requisitos siguientes:  el 51 por ciento o más de su capital pertenece a dominicanos;  su oficina principal está ubicada en la República Dominicana;  y al menos el 35 por ciento de su consejo de directores y dos terceras partes de su "personal directivo" son dominicanos.
  Asimismo, las empresas deben mantener el "control efectivo" de su flota y su personal aeronáutico debe ser dominicano.
  Sin embargo, pueden emplear a técnicos extranjeros, siempre y cuando no existan dominicanos debidamente calificados y solamente por el tiempo necesario para formarlos.
  Las empresas nacionales que solamente ofrecen servicios de transporte aéreo internacional deben satisfacer los mismos requisitos constitutivos que las empresas proveedoras de servicios de cabotaje, excepto que la participación extranjera en su capital puede ser de hasta el 65 por ciento.

122. Las empresas extranjeras deben obtener un permiso de operación emitido por la Junta de Aviación Civil.
  Estos permisos se conceden para rutas determinadas.  Los solicitantes deben demostrar que cuentan con la autorización de las autoridades aeronáuticas de su país para explotar el servicio internacional correspondiente y que su Estado de origen está dispuesto a ofrecer trato recíproco a las empresas dominicanas.  Los solicitantes deben domiciliarse en la República Dominicana y nombrar un agente representante.  Los permisos de operación no son transferibles y son concedidos por plazos renovables de hasta 10 años.  Las autoridades señalan que desde 2001 han otorgado 49 permisos de operación y no han denegado ninguno.

123. La normativa no impone limitaciones al número de proveedores de sistemas informatizados de reserva, ni al número de agencias de viajes a las que pueden prestar servicios los proveedores de estos sistemas.  Los proveedores de sistemas informatizados de reserva no necesitan establecerse en la República Dominicana para ofrecer sus servicios.  Las aerolíneas extranjeras pueden promocionar y vender sus productos en la República Dominicana, siempre y cuando cuenten con un permiso de operación de la Junta de Aviación Civil.  No existen restricciones respecto del número de puntos de venta.

124. Las autoridades señalan que el mantenimiento de las aeronaves de matrícula dominicana puede realizarse en un taller ubicado en el extranjero, siempre y cuando el taller cuente con un certificado emitido por la autoridad de aviación civil de un Estado miembro de la Organización de la Aviación Civil Internacional y reconocido o convalidado por el IDAC.  Los requisitos que deben cumplir los talleres ubicados en el extranjero figuran en los Reglamentos aeronáuticos dominicanos.

125. La normativa no impone limitaciones a la propiedad extranjera de los aeropuertos públicos, ni a su explotación por parte de los extranjeros.  Tampoco limita la oferta extranjera de los servicios de asistencia en tierra a los pasajeros y las aeronaves.
v) Transporte marítimo y puertos

126. El transporte marítimo desempeña una función fundamental en el comercio internacional de la República Dominicana.  En principio, el suministro del servicio de transporte marítimo de cabotaje está reservado a las embarcaciones de bandera dominicana.  Sin embargo, las embarcaciones extranjeras pueden obtener una autorización temporal para ofrecer este servicio.  La normativa prevé un descuento en ciertas tarifas relativas a los servicios portuarios para las embarcaciones de bandera dominicana.  La normativa no impone limitaciones a la participación del capital extranjero en la explotación de los puertos.

127. Aproximadamente el 90 por ciento del volumen del comercio exterior de la República Dominicana es transportado por vía marítima.  En 2007, el volumen de la carga que manejaron los puertos dominicanos ascendió a 23,6 millones de toneladas.
  Ese mismo año, alrededor de 385.000 pasajeros llegaron a la República Dominicana por vía marítima.

128. La República Dominicana cuenta con 14 puertos principales.  Los puertos de Caucedo y Río Haina, ambos en las inmediaciones de Santo Domingo, manejan el 72 por ciento del volumen total de la carga.
  El grueso del tráfico de contenedores pasa por Caucedo.  Los principales puertos de pasajeros son La Romana, Samaná y Santo Domingo.  Los puertos de Caucedo y La Romana son de propiedad privada;  otros cinco han sido otorgados en concesión a empresas privadas.  La mayoría de los proveedores de los servicios de apoyo al transporte marítimo son empresas privadas, algunas con capital extranjero.

129. Las autoridades indicaron que la República Dominicana aplica el Código Internacional para la Seguridad y Facilidades de los Buques e Instalaciones Portuarias.  El puerto de Caucedo participa en la Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI, por sus siglas en inglés), que es administrado por el Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras de los Estados Unidos y en la "Business Alliance for Secure Commerce", iniciativa privada encaminada a promover la seguridad del comercio.

130. La República Dominicana no cuenta con una flota mercante nacional.  Las autoridades señalan que no cuentan con cifras sobre los costes del transporte marítimo en la República Dominicana.

131. La República Dominicana no asumió compromisos respecto del transporte marítimo en el marco del AGCS (cuadro AIV.1).

132. La Autoridad Portuaria Dominicana (APORDOM) ejecuta la política portuaria y tiene la facultad para otorgar los puertos en concesión a empresas privadas.  Supervisa la explotación de los puertos que han sido otorgados en concesión y explota los demás puertos.
  El Plan Nacional de Competitividad Sistémica de la República Dominicana recomienda reformar las funciones de la APORDOM a fin de que abarquen exclusivamente la supervisión del sistema portuario.

133. La normativa no limita el número de proveedores de servicios regulares o no regulares de transporte marítimo internacional en la República Dominicana.  Las empresas proveedoras de servicios de transporte marítimo internacional que no estén domiciliads en la República Dominicana deben nombrar un agente naviero representante.  No se mantienen sistemas institucionales de asignación de la carga.  
134. El servicio de transporte marítimo de cabotaje está reservado a las embarcaciones de bandera nacional.
  Sin embargo, cuando las embarcaciones de bandera nacional no puedan prestar este servicio, la Jefatura de Estado Mayor de la Marina de Guerra puede ordenar el abanderamiento provisional de una embarcación de bandera extranjera a efectos de que pueda prestarlo.  No se imponen límites a la participación del capital extranjero en las embarcaciones de bandera nacional.  Los propietarios de estas embarcaciones deben estar domiciliados en la República Dominicana.

135. Las tarifas de los servicios de transporte marítimo internacional no están sujetas a la aprobación del Estado.  La República Dominicana no cuenta con disposiciones sobre las conferencias marítimas.

136. La Ley N° 70 faculta a la APORDOM para otorgar concesiones para la explotación de los puertos y el suministro de los servicios portuarios.
  La normativa no impone limitaciones a la participación del capital extranjero en las empresas concesionarias.  La Ley N° 3003 prohíbe que las embarcaciones de bandera extranjera realicen "operaciones de remolque, de transporte de pasajeros y de carga o descarga dentro de los puertos".
  Dada la inexistencia de una flota nacional, las autoridades señalan que en la práctica, las embarcaciones extranjeras pueden ofrecer estos servicios.

137. El Estado fija las tarifas de los servicios portuarios.  Las embarcaciones de bandera dominicana que realizan operaciones de carga o descarga reciben un descuento del 50 por ciento en la tarifa relativa al "uso de las facilidades portuarias o servicio de estadía".
  Asimismo, las embarcaciones de bandera dominicana están exentas de la tarifa de atraque.

vi) Servicios profesionales

a) Consideraciones generales

138. Para ejercer en la República Dominicana, tanto los profesionales nacionales como los extranjeros en áreas consideradas "de riesgo" deben obtener un permiso ("exequátur") otorgado mediante decreto presidencial;  los profesionales en posesión de títulos provenientes del extranjero deben convalidarlos para poder ejercer en la República Dominicana.  Los arquitectos e ingenieros extranjeros contratados para ejercer temporalmente en la República Dominicana no necesitan cumplir con estos requisitos.  Tampoco necesitan convalidar su título los abogados extranjeros con licencia proveniente de una jurisdicción que permite el ejercicio de los abogados dominicanos.  Se imponen otras limitaciones al ejercicio de los extranjeros en ciertas áreas de la contaduría, los servicios legales y la ingeniería y arquitectura.

139. En el marco del AGCS, la República Dominicana asumió compromisos respecto de varias categorías de servicios profesionales, incluyendo los de:  asesoramiento jurídico, auditoría financiera, preparación y revisión de impuestos, consultoría en administración, arquitectura e ingeniería y publicidad (cuadro AIV.1).  Las disciplinas sobre servicios del DR-CAFTA abarcan los servicios profesionales.

140. Existen nueve entes profesionales creados por ley:  el Colegio de Abogados;  Colegio Dominicano de Ingenieros, Arquitectos y Agrimensores;  Colegio de Psicólogos;  Colegio Médico Dominicano;  Colegio de Profesionales de Laboratorios Clínicos;  Colegio de Periodistas;  Colegio de Notarios;  Colegio Dominicano de Contadores Públicos Autorizados;  y el Colegio Dominicano de Médicos Veterinarios.  Los entes profesionales vigilan el ejercicio de sus respectivas profesiones y por lo general tienen poderes disciplinarios.

141. El ejercicio de las profesiones, tanto por dominicanos como por extranjeros, requiere un "exequátur" otorgado mediante decreto presidencial.
  La Ley N° 111 de 1942 establece que este requisito abarca "todas las profesiones que exijan título universitario".
  Las autoridades indicaron que en la práctica se requiere el exequátur para ejercer "profesiones de riesgo", por ejemplo la ingeniería, el derecho, y aquellas profesiones relacionadas con la salud y el sector financiero.  El procedimiento y los requisitos para obtener el exequátur se encuentran disponibles públicamente.
  El organismo tramitador del exequátur varía en función del programa de estudios.

142. Los profesionales con títulos académicos extranjeros deben revalidarlos para ejercer en la República Dominicana.  La Universidad Autónoma de Santo Domingo (UASD) es la entidad mediante la cual el Estado ejerce su prerrogativa de revalidación de estos títulos.  Los requisitos para revalidar un título extranjero figuran en el Reglamento de reválida, reconocimiento de títulos y convalidación de estudios.
  La UASD está facultada para revalidar un título extranjero sin requerir pruebas a los solicitantes egresados de universidades que otorgan trato recíproco a los dominicanos en el marco de convenios suscritos por la República Dominicana.
  El Artículo 13 del Reglamento establece los plazos para la tramitación de las revalidaciones.  Las autoridades indicaron que la UASD recibe alrededor de 50 solicitudes de revalidación de títulos extranjeros cada año, principalmente en las áreas de medicina y derecho.

143. Los profesionales extranjeros deben obtener una "visa de negocios con fines laborales" o "visa NM1" para ejercer en la República Dominicana.  Los requisitos para obtener el visado se encuentran disponibles públicamente.
  Uno de los requisitos consiste en un contrato de trabajo de una duración mínima de un año con una empresa establecida en la República Dominicana.  El visado tiene validez de un año y puede ser renovado.

144. En general, el 80 por ciento de los trabajadores que no desempeñan funciones de dirección o administración en las empresas establecidas en la República Dominicana deben ser dominicanos.
  Los salarios percibidos por los trabajadores dominicanos deben representar al menos el 80 por ciento del valor de los salarios, excluyendo los salarios de los trabajadores que desempeñan labores técnicas, de dirección o gerencia.

b) Contaduría

145. Los profesionales deben obtener un exequátur para ejercer como contadores públicos autorizados.
  El Artículo 9 de la Ley N° 633 de 1944 establece que para obtener el exequátur como contador público autorizado se requiere poseer la nacionalidad dominicana. 
c) Servicios legales

146. Los profesionales extranjeros no pueden ofrecer servicios de notario ni servicios legales relacionados con la función judicial y la comparecencia ante los tribunales de la República Dominicana.
  Los profesionales extranjeros pueden prestar otros servicios legales siempre y cuando sean miembros del Colegio de Abogados.
  Los profesionales con título académico del exterior deben revalidar su título para ser miembros del Colegio de Abogados, excepto si la jurisdicción de origen de su licencia permite el ejercicio de los abogados dominicanos en el marco de un acuerdo con la República Dominicana.

d) Arquitectura e ingeniería

147. Los profesionales deben inscribir su título en el Colegio Dominicano de Ingenieros, Arquitectos y Agrimensores (CODIA) para ejercer como arquitectos o ingenieros.
  Los profesionales extranjeros no pueden inscribir sus títulos en el CODIA a menos que cuenten con una licencia proveniente de una jurisdicción que permita ejercer a los arquitectos e ingenieros dominicanos.

148. Los profesionales con títulos académicos del exterior contratados por empresas establecidas en la República Dominicana pueden ejercer temporalmente sin necesidad de obtener el exequátur, revalidar sus títulos, o inscribirlos en el CODIA, siempre y cuando reciban una autorización del CODIA.

149. El ejercicio de la ingeniería química está sujeto a requisitos adicionales.
  La República Dominicana mantiene restricciones a la participación de los profesionales extranjeros en ciertos proyectos turísticos (véase la sección 5) vii) infra).

vii) Turismo

150. El turismo desempeña una función fundamental en la generación de empleos y divisas y la atracción de inversión extranjera.  El sector se ha recuperado desde su desaceleración a principios de la década de 2000.  No se limita la inversión extranjera en el sector.  En principio, no se emiten licencias a los guías de turistas extranjeros y los trabajadores de los casinos deben ser dominicanos.  Las agencias de viaje y los operadores de turismo extranjeros no pueden suministrar servicios transfronterizos a menos que cuenten con un representante local.  Los inversores en ciertos proyectos turísticos reciben varios incentivos fiscales tales como exoneraciones de impuestos a la importación y sobre la renta, y están condicionados a la contratación de profesionales dominicanos.  El costo fiscal de estos incentivos asciende a RD$1.066 millones (unos 32,2 millones de dólares EE.UU.) en 2008.

151. El sector del turismo representa cerca del 7 por ciento del PIB y emplea a aproximadamente el 6 por ciento de la población económicamente activa.
  Los principales indicadores del sector se han recuperado de los efectos de varios factores externos adversos ocurridos a principios de la década de 2000 (cuadro IV.4).  Durante el mismo período, el sector recibió aproximadamente el 22 por ciento de los flujos netos de inversión extranjera directa a la República Dominicana.
  Alrededor del 32 por ciento de los turistas extranjeros provienen de los Estados Unidos, seguidos por el Canadá (17 por ciento), Francia y España (8 por ciento cada uno).  Aunque el Estado es propietario de algunos hoteles, su participación en la oferta de servicios de hospedaje es muy limitada.

Cuadro IV.4
Indicadores del sector turismo, 2001-07

	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007

	Número de llegadas de turistas internacionales (millares)
	2,882
	2,811
	3,282
	3,450
	3,691
	3,965
	3,980

	Extranjeros no residentes (millares)
	2,395
	2,309
	2,759
	2,873
	3,088
	3,342
	3,398

	Dominicanos no residentes (millares)
	487
	502
	524
	578
	603
	623
	581

	Capacidad hotelera (habitaciones)
	54.034
	54.730
	56.378
	58.932
	59.870
	63.206
	66.231

	Tasa de ocupación (%)
	66,3
	62,8
	72,7
	74,2
	73,9
	73,0
	72,2

	Divisas generadas (millones de $EE.UU.)
	2.798
	2.730
	3.128
	3.152
	3.518
	3.792
	3.972

	Contribución al PIBa (%)
	6,7
	6,6
	7,5
	7,6
	7,6
	7,2
	6,9


a
Contribución de los hoteles, bares y restaurantes.

Fuente:
Información en línea del Banco Central de la República Dominicana, "Estadísticas económicas" (consultado en:  http://www.bancentral.gov.do) e información proporcionada por las autoridades.

152. En el marco del AGCS, la República Dominicana se comprometió a no imponer limitaciones a la inversión extranjera en los servicios de hotelería y restaurantes, ni al suministro transfronterizo y la inversión extranjera en los servicios de arrendamiento de automóviles (cuadro AIV.1).  La inversión extranjera en los servicios de agencias de viajes, organización de viajes en grupo y guías tiene garantizado el acceso al mercado, pero no el trato nacional;  se adoptaron compromisos plenos relativos al suministro transfronterizo de estos servicios.

153. La formulación de la política del sector es la facultad del Poder Ejecutivo.
  La ejecución está a cargo de la Secretaría de Estado de Turismo.  El Congreso de la República está considerando remplazar el Comité Ejecutor de Infraestructura en zonas Turísticas con el Instituto Nacional de Desarrollo Turístico, y crear el Instituto de Promoción e Imagen Turística.  Una parte de la estrategia para el sector consiste en "transitar del modelo de turismo de enclave … caracterizado por una baja capacidad de arrastre de la economía interna y escasa integración de la comunidad, a uno competitivo y sustentable, bajo la visión de futuro de hacer de la actividad turística la locomotora de la economía dominicana, potenciando toda la capacidad de integración de todos los actores de la cadena global de valor".
  También existe un Plan estratégico nacional para el desarrollo del ecoturismo.

154. La normativa no impone limitaciones a la inversión extranjera en el sector del turismo.  Las agencias de viaje y operadores de turismo establecidos en el extranjero deben contar con un representante local para prestar servicios en la República Dominicana.
  Los guías de turistas que prestan servicios en la República Dominicana deben contar con una licencia emitida por la Secretaría de Estado de Turismo.
  La emisión de una licencia a guías extranjeros está permitida "sólo en casos excepcionales", por ejemplo cuando no existen guías dominicanos que hablen el idioma de un grupo turístico.
  Los trabajadores de los casinos y juegos de bingo deben ser dominicanos.
  Los choferes que transportan turistas por vía terrestre deben ser residentes en la República Dominicana.

155. La Ley N° 158-01 ofrece incentivos fiscales a los inversores en proyectos turísticos ubicados en "polos de escaso desarrollo" y "nuevos polos en provincias y localidades de gran potencialidad".
  La Ley dispone la exoneración de los derechos arancelarios y demás impuestos que resultan de la importación de productos necesarios para poner en marcha el proyecto y de varios otros impuestos nacionales y municipales, tales como los relativos a la constitución y aumento del capital de las sociedades, la transferencia de los derechos inmobiliarios y la construcción.
  Además, establece la exoneración del impuesto sobre la renta y permite a las empresas que desempeñan actividades diferentes al turismo deducir su inversión en un proyecto turístico de su renta neta imponible.

156. Los proyectos arquitectónicos y los "detalles preliminares de ingeniería" sometidos en el marco de una solicitud para acogerse a los beneficios de la Ley deben haber sido realizados por profesionales dominicanos.
  La participación de los profesionales extranjeros en el desarrollo de los proyectos turísticos que reciben beneficios debe ser a través de una firma establecida en la República Dominicana.

157. La Secretaría de Estado de Hacienda estima que las concesiones fiscales otorgadas al sector del turismo ascienden a RD$1.066 millones (alrededor de 32,2 millones de dólares EE.UU.) en 2008.
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� Información en línea del Banco Central de la República Dominicana, "Estadísticas económicas:  sector externo".  Consultado en:  http://www.bancentral.gov.do/estadisticas.asp?a=Sector_Externo.


� Ley N° 84 "que modifica la Ley N° 541 de 31 de diciembre de 1969 Orgánica de Turismo de la República Dominicana".


� Consejo Nacional de Competitividad (sin fecha).


� Artículo 18 de la Ley N° 541 "Orgánica de Turismo".


� Artículo 22 de la Ley N° 541.


� Artículo 23 de la Ley N° 541.


� Artículo 2 del Decreto N° 6273 "que autoriza el establecimiento de casinos, juegos de bingo y tragamonedas".


� Artículo 11 del Reglamento N° 817-03 "para el transporte terrestre turístico de pasajeros".


� Ley N° 158-01 "que establece la ley de Fomento al Desarrollo Turístico para los polos de escaso desarrollo y nuevos polos en provincias y localidades de gran potencialidad, y crea el Fondo Oficial de Promoción Turística", de 9 de octubre de 2001.


� Artículo 4 de la Ley N° 158-01.


� Párrafo II del Artículo 6.


� Artículo 14 de la Ley N° 158-01.


� Secretaría de Estado de Hacienda (2007).






